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4.	 Cuando no resulte posible que la parada esté situada en el mismo lado de la vía 
en que se encuentra el establecimiento educativo, se impondrán señalizaciones 
temporales o se requerirá la presencia de los agentes de tránsito.

CAPÍTULO IV
Seguros

Artículo 18. Seguros. Adicional al Seguro Obligatorio de Accidente de Tránsito 
(SOAT), el prestador del servicio deberá tomar por cuenta propia una póliza de seguro que 
ampare los riesgos inherentes a la actividad transportadora con una compañía de seguros 
autorizada para operar en Colombia, que podrá ser de responsabilidad civil contractual, 
de accidentes personales, de ocupantes o cualquier otro tipo de seguro, que garantice el 
amparo mínimo de los siguientes riesgos:

1.	 Muerte
2.	 Incapacidad permanente.
3.	 Incapacidad temporal.
4.	 Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios
La cobertura mínima para cada uno de los anteriores amparos deberá ser mínimo de 

treinta salarios mínimos legales mensuales vigentes (30) smlmv por estudiante y la póliza 
aplicará en exceso del Seguro Obligatorio de Accidente de Tránsito (SOAT).

La vigencia de los seguros contemplados en este artículo será condición para la 
operación de la totalidad de los vehículos.

Parágrafo. En todo caso, el alcalde municipal de Roncesvalles o su delegado podrá 
tomar la póliza de con los riesgos y coberturas señaladas en el presente artículo, y una 
póliza de Responsabilidad Civil Extracontractual que ampare todos los vehículos que 
operen en virtud de las condiciones establecidas en la presente resolución para la zona 
diferencial de transporte para el Municipio de Roncesvalles-Tolima.

CAPITULO V
Otras disposiciones

Artículo 19. Reglamentos operativos transitorios. El alcalde municipal de Roncesvalles 
Tolima, podrá expedir un reglamento operativo transitorio en el marco del presente acto 
administrativo y cumpliendo con las características establecidas en el artículo 2.2.8.3. del 
Decreto 1079 de 2015 Único reglamentario del Sector Transporte.

El reglamento operativo transitorio deberá contar con la aprobación técnica previa 
por parte del Ministerio de Transporte, que deberá validar que se encuentre dentro de las 
condiciones del acto de creación de la zona diferencial y su vigencia no podrá ser superior 
a la duración de la zona diferencial de transporte establecida en el artículo 3° de la presente 
resolución.

Artículo 20. Inspección, vigilancia y control. La inspección, vigilancia y control en 
la prestación del servicio de transporte escolar en la zona diferencial para el transporte 
creada en la presente resolución, estará a cargo de la autoridad de transporte municipal 
de Roncesvalles Tolima, quien deberá verificar y asegurarse que los vehículos a los que 
les expida el permiso para operar, cumplan con todas las condiciones establecidas en la 
presente resolución, sin perjuicio de la inspección, vigilancia y control que le corresponda 
a la Superintendencia de Transporte.

Artículo 21. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de publicación 
en el Diario Oficial.

Publíquese y cúmplase.
Ángela María Orozco Gómez.

(C. F.).

Unidades Administrativas Especiales

Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0559 DE 2022

(junio 24)
por la cual se adoptan valores nacionales de riesgo máximo individual accidental para 
instalaciones fijas y en especial las instalaciones fijas clasificadas de acuerdo al Decreto 

1347 de 2021 y se dictan otras disposiciones.
El Director General de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, 

en ejercicio de las facultades constitucionales y legales, en especial, las que le confieren el 
artículo 18 de la Ley 1523 de 2012, el Decreto 4147 de 2011 y, en desarrollo del artículo 
42 de la Ley 1523 de 2012, y

CONSIDERANDO:
Que el inciso segundo del artículo 209 de la Constitución Política de Colombia 

establece que las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el 
adecuado cumplimiento de los fines del Estado.

Que la Ley 320 de 1996, por medio de la cual se aprueba el Convenio 174 sobre la 
Prevención de Accidentes Industriales Mayores y la Recomendación 181 sobre la Prevención 
de Accidentes Industriales Mayores, de la Organización Internacional del Trabajo, define 
el marco normativo para la prevención de accidentes mayores que involucren sustancias 
químicas peligrosas y la limitación de las consecuencias de dichos accidentes.

Que el literal 1 del artículo 9° del Convenio 174 de la OIT requiere a los empleadores 
el definir y establecer un sistema documentado de prevención de riesgos de accidentes 
mayores, el cual deberá contener, entre otros, la identificación y el estudio de los peligros y 
la evaluación de riesgos, considerando las posibles interacciones entre sustancias, si hubiere. 

Que la Ley 1523 de 2012, adoptó la Política Nacional de Gestión del Riesgo de 
Desastres en Colombia y determinó la estructura del Sistema Nacional de Gestión del 
Riesgo de Desastres (SNGRD).

Que la Ley 1523 de 2012, contempla como desastre, “... el resultado que se desencadena 
de la manifestación de uno o varios eventos naturales o antropogénicos no intencionales 
que, al encontrar condiciones propicias de vulnerabilidad en las personas, los bienes, 
la infraestructura, los medios de subsistencia, la prestación de servicios o los recursos 
ambientales, causa daños o pérdidas humanas, materiales, económicas o ambientales…”.

Que la Ley 1523 de 2012 en el artículo 18, asigna a la Unidad Nacional para la Gestión 
del Riesgo de Desastres, la función de elaborar y hacer cumplir la normatividad interna del 
sistema nacional, entiéndase: decretos, resoluciones, circulares, conceptos y otras normas”.

Que el Decreto 2157 de 2017, el cual reglamenta el artículo 42 de la Ley 1523 de 
2012, establece que todas las entidades públicas y privadas encargadas de la prestación 
de servicios públicos, obras civiles mayores, desarrollo de actividades industriales, y 
otras actividades que puedan significar riesgo de desastre para la sociedad y el ambiente, 
deben elaborar e implementar el Plan de Gestión del Riesgo de Desastres de las Entidades 
Públicas y Privadas (PGRDEPP), el cual debe incluir, entre otros aspectos, el análisis 
específico de riesgo y, con base en ello, realizar el diseño e implementación de medidas 
para reducir las condiciones de riesgo actual y futuro, además de la formulación del plan 
de emergencia y contingencia, con el fin de proteger a la población, mejorar la seguridad, 
el bienestar y sostenibilidad de las entidades.

Que como parte del proceso de adhesión a la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico OCDE, Colombia ha venido trabajando en la inclusión de las 
diferentes decisiones y recomendaciones realizadas por el organismo en diversas áreas, 
dentro de las que se encuentran la prevención, preparación y respuesta a accidentes químicos.

Que el Documento CONPES 3868 de 2016 establece la Política de Gestión del Riesgo 
Asociado al Uso de Sustancias Químicas y la implementación en el país de un Programa 
de Prevención de Accidentes Mayores (PPAM).

Que el decreto número 1347 de 2021 adicionó el capítulo 12 del título 4 de la parte 
2 del libro 2 del decreto 1072 del 2015, decreto único reglamentario del sector trabajo, 
que adopta el Programa de Prevención de Accidentes Mayores (PPAM), el cual está 
orientado a proteger la población y el ambiente ante escenarios de accidentes mayores, 
mediante la gestión del riesgo de sustancias químicas usadas en instalaciones industriales 
en el territorio nacional y la preparación y respuesta cuando estas ocurran, como parte 
de la política de gestión del riesgo asociado al uso de sustancias químicas definida en el 
documento CONPES 3868 de 2016.

Que la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, dentro de las 
responsabilidades determinadas en el Documento CONPES 3868 de 2016 “... definirá y 
adoptará el instrumento normativo que establece el valor máximo de riesgo involuntario 
para instalaciones con riesgos de accidentes mayores”, y, en el marco del Programa de 
Prevención de Accidentes Mayores (PPAM), es la entidad llamada a definir el criterio 
de riesgo máximo para instalaciones con riesgos de accidentes mayores o instalaciones 
clasificadas.

Que los valores de riesgo máximo individual accidental permiten realizar la evaluación 
cuantitativa de riesgo accidental con base en los resultados obtenidos del análisis de 
riesgos. Estos valores también son una herramienta para soportar la toma de decisiones en 
procesos de intervención prospectiva.

Que Colombia no cuenta con valores nacionales de riesgo máximo individual accidental 
para instalaciones fijas, como criterio para realizar la evaluación del riesgo, lo que no le 
permite determinar si el riesgo derivado de la actividad es aceptable o inaceptable.

Que la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, para definir el criterio 
de los valores de riesgo máximo individual accidental, cuenta con un estudio técnico, 
que es la base de la elaboración de la presente resolución, el cual se contrató con una 
institución de educación superior, la cual es ampliamente reconocida por su idoneidad y 
experiencia. Igualmente se efectuó un trabajo interinstitucional con la participación de 
los Ministerios de Trabajo, Salud y Protección Social, Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
Vivienda, Ciudad y Territorio; del sector privado y la academia; como resultado de lo 
anterior se definieron los criterios de valor de riesgo máximo aceptable para instalaciones 
fijas clasificadas, así como los períodos de transición, cumplimiento y revisión del mismo.

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto. Adoptar valores nacionales de riesgo máximo individual accidental 
por fuera del sitio (off-site), para instalaciones fijas clasificadas.
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Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones contenidas en la presente 
resolución, se aplican en todo el territorio nacional a las personas naturales y jurídicas 
que tengan a su cargo instalaciones fijas y en especial las instalaciones fijas clasificadas, 
conforme lo defina el Programa de Prevención de Accidente Mayor (PPAM).

Artículo 3°. Definiciones. La presente resolución conjunta adopta las siguientes 
definiciones:

-	 Accidente mayor: todo acontecimiento repentino, como una emisión, un in-
cendio o una explosión de gran magnitud, en el curso de una actividad en una 
instalación clasificada y que trascienda su perímetro, en el que estén implicadas 
una o varias sustancias químicas peligrosas y que exponga a los trabajadores, a la 
población, a los bienes, a la infraestructura o al ambiente a un peligro grave, in-
mediato o diferido. Un accidente mayor puede constituir un escenario de desas-
tre, siempre y cuando cumpla con la generación de una afectación intensa, grave 
y extendida sobre las condiciones normales de funcionamiento de la sociedad.

-	 Aceptabilidad del riesgo: se refiere a la disposición de la sociedad para afrontar 
los riesgos de una actividad y aceptar que está preparada para asumirlos en el 
momento que se materialicen, esto de acuerdo a la percepción asociada a los mis-
mos. Los criterios de aceptación de riesgos son la base para la toma de decisiones 
y su justificación sobre el riesgo aceptable.

-	 Análisis cuantitativos de riesgo (ACR o QRA por sus siglas en inglés): estu-
dio técnico que estima numéricamente la frecuencia esperada y la consecuencia 
de los incidentes en una instalación u operación, en función de su ingeniería y 
estructura, y mediante la aplicación de técnicas y métodos matemáticos.

-	 Análisis de riesgos: Proceso de comprender la naturaleza del riesgo para deter-
minar el nivel de riesgo, es la base para la evaluación de riesgos y las decisiones 
sobre las medidas de reducción del riesgo y preparación para la respuesta. Inclu-
ye la estimación del riesgo.

-	 Criterios para evaluación de riesgo: referencia cualitativa o cuantitativa que 
determina la aceptabilidad, tolerabilidad o no tolerabilidad del riesgo estimado.

-	 Evaluación de riesgo: proceso de comparación de los resultados de análisis de 
riesgos con criterios de riesgo para determinar si el riesgo y/o su magnitud es 
aceptable, el cual ayuda a la decisión sobre las medidas de reducción del riesgo 
a implementar.

-	 Instalación: es una unidad técnica a nivel de suelo o bajo tierra, en la que se 
producen, utilizan, manipulan o almacenan sustancias peligrosas; incluye todos 
los equipos, estructuras, tuberías, maquinaria, herramientas, ramales ferroviarios 
particulares, muelles de carga o descarga para uso de la instalación, depósitos o 
estructuras similares, estén a flote o no, necesarios para el funcionamiento de esa 
instalación.

-	 Instalación clasificada: serán consideradas como instalaciones clasificadas 
aquellas con presencia de sustancias químicas en cantidades que igualen o supe-
ren al menos uno de los umbrales definidos en el Anexo 3 del Decreto 1347 de 
2021 del PPAM, denominado “Listado de Sustancias Químicas Asociadas a Ac-
cidentes Mayores” o que, al aplicar la regla de la suma, definida en dicho Anexo, 
se obtenga un valor igualo mayor a uno (1).

-	 Intervención correctiva: proceso cuyo objetivo es reducir el nivel de riesgo 
existente en la sociedad a través de acciones de mitigación, en el sentido de 
disminuir o reducir las condiciones de amenaza, cuando sea posible, y la vulne-
rabilidad de los elementos expuestos.

-	 Intervención prospectiva: proceso cuyo objetivo es garantizar que no surjan 
nuevas situaciones de riesgo a través de acciones de prevención, impidiendo que 
los elementos expuestos sean vulnerables o que lleguen a estar expuestos ante 
posibles eventos peligrosos. Su objetivo último es evitar nuevos riesgos y la ne-
cesidad de intervenciones correctivas en el futuro. La intervención prospectiva 
se realiza primordialmente a través de la planificación ambiental sostenible, el 
ordenamiento territorial, la planificación sectorial, la regulación y las especifica-
ciones técnicas, los estudios de prefactibilidad y diseño adecuado, el control y 
seguimiento y en general todos aquellos mecanismos que contribuyan de manera 
anticipada a la localización, construcción y funcionamiento seguro de la infraes-
tructura, los bienes y la población.

-	 Nivel de riesgo: Magnitud de uno o varios riesgos expresada mediante la com-
binación de las consecuencias y la probabilidad de ocurrencia. En Colombia, el 
nivel de riesgo se expresa comúnmente en tres categorías: Alto, Medio y Bajo 
mediante tres colores Rojo, Amarillo y Verde respectivamente. Su utilidad radica 
en que se convierte en la base para la estimación del costo/beneficio de las medi-
das de intervención territorial como la intervención correctiva y prospectiva del 
riesgo y la protección financiera.

-	 Público: se refiere a las personas que se encuentran por fuera de la instalación 
e incluye a población permanente u ocasional de las áreas vecinas al sitio (p.ej. 
residentes, transeúntes). Se asume que estas personas están menos preparadas y 
protegidas contra los escenarios accidentales de la instalación.

-	 Reducción del riesgo: Es el proceso de la gestión del riesgo, está compuesto por 
la intervención dirigida a modificar o disminuir las condiciones de riesgo exis-

tentes, entiéndase: mitigación del riesgo y a evitar nuevos riesgos en el territorio, 
entiéndase: prevención del riesgo. Son medidas de mitigación y prevención que 
se adoptan con antelación para reducir la amenaza, la exposición y disminuir la 
vulnerabilidad de las personas, los medios de subsistencia, los bienes, la infraes-
tructura y los recursos ambientales, para evitar o minimizar los daños y pérdidas 
en caso de producirse los eventos físicos peligrosos. La reducción del riesgo la 
componen la intervención correctiva del riesgo existente, la intervención pros-
pectiva de nuevo riesgo y la protección financiera.

-	 Riesgo aceptable: Posibles consecuencias sociales y económicas que, implícita 
o explícitamente, una sociedad o un segmento de la misma asume o tolera en 
forma consciente por considerar innecesaria, inoportuna o imposible una inter-
vención para su reducción dado el contexto económico, social, político, cultural 
y técnico existente.

La noción es de pertinencia formal y técnica en condiciones donde la información 
existe y cierta racionalización en el proceso de toma de decisiones puede ejercer-
se, y sirve para determinar las mínimas exigencias o requisitos de seguridad, con 
fines de protección y planificación, ante posibles fenómenos peligrosos.

-	 Riesgo Individual (RI): se define como el riesgo para una única persona que 
se encuentra expuesta a uno o varios peligros. Se expresa como la probabilidad 
anual de que un individuo sufra una afectación determinada en un punto fijo del 
espacio (fatalidad/año). El riesgo individual se puede representar a través de un 
índice de riesgo o mediante curvas de riesgo constante o los contornos de riesgo. 
Para accidente mayor o químico la consecuencia que tiene en cuenta el riesgo 
individual es la muerte del individuo.

-	 Tolerabilidad del riesgo: se refiere a la disposición de vivir con algunos riesgos 
a cambio de obtener ciertos beneficios y en la confianza de que se controlará 
adecuadamente. Tolerar un riesgo significa que no se considera insignificante o 
algo que se pueda ignorar, sino que es algo que se debe mantener bajo revisión y 
tratar de reducir aún más si podemos.

-	 Valoración del Riesgo: evaluación formal del riesgo con el objetivo de definir 
la aceptabilidad o tolerabilidad del nivel de riesgo de las actividades. En general, 
la etapa de valoración contempla la identificación de peligros, el análisis y la 
evaluación del riesgo. En esta etapa se establecen aquellas fuentes, situaciones 
o actos con el potencial de afectar las actividades y se comprende su naturaleza 
(identificación), se determina el nivel de riesgo de la actividad (análisis) y se 
comparará con criterios de riesgo preestablecidos para determinar la no tolerabi-
lidad, la tolerabilidad o la aceptabilidad del mismo (evaluación).

-	 Valor de riesgo: magnitud estimada del riesgo expresada en términos de fre-
cuencia esperada y consecuencia.

-	 Valor de Riesgo Máximo Individual Accidental: es el valor de riesgo indivi-
dual máximo tolerable, que permite evaluar el nivel de desempeño de una insta-
lación fija clasificada o actividad frente al riesgo accidental. El valor aplica para 
el riesgo de una persona del público en general (Off-site).

Artículo 4°. Valor de riesgo máximo individual accidental. Adáptense a nivel nacional 
los siguientes valores de riesgo máximo individual accidental:

-	 Instalaciones fijas clasificadas nuevas: uno por diez a la menos cinco (1x10-5) 
fatalidades/año. ·

-	 Instalaciones fijas clasificadas existentes: uno por diez a la menos cuatro 
(1x10-4) fatalidades/año.

Parágrafo 1°. Los criterios de valor de riesgo máximo individual accidental deben 
utilizarse solamente para la evaluación de riesgo accidental, en aquellas instalaciones fijas 
clasificadas a las cuales se exija análisis cuantitativo de riesgo.

Parágrafo 2°. Los criterios de valor de riesgo máximo individual accidental no 
representan explícitamente valores de consecuencias, o de frecuencias de ocurrencia de 
eventos; estos valores no deben utilizarse como único criterio para soportar los procesos 
de toma de decisiones territoriales.

Artículo 5°. Análisis y evaluación de riesgos accidentales. La definición del marco 
de referencia para la preparación y presentación de los análisis y evaluación de riesgos 
se establecerá como parte de los lineamientos y guías para el desarrollo del Sistema de 
Gestión de Seguridad para la Prevención de Accidentes Mayores, de manera tal, que se 
permita la sistematicidad, exhaustividad, auditabilidad, repetitividad y comparabilidad de 
los resultados.

Artículo 6°. Transitoriedad. Las instalaciones fijas clasificadas existentes que no 
cumplan con el valor de riesgo máximo individual accidental del uno por diez a la menos 
cuatro (1x10-4) fatalidades/año, tendrán un plazo de cinco (5) años a partir de la definición 
del marco de referencia para la preparación y presentación de los análisis y evaluaciones 
del riesgo para alcanzarlo.

Parágrafo 1°. Para aquellos proyectos que a la entrada en vigencia de la presente 
resolución conjunta se encuentren en proceso de licenciamiento ambiental, se entenderán 
como instalaciones existentes.

Parágrafo 2°. Veinte (20) años después de definición del marco de referencia para la 
preparación y presentación de los análisis y evaluaciones del riesgo, se unificará el valor 
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de riesgo máximo individual, accidental para instalaciones fijas clasificadas existentes y 
nuevas en uno por diez a la menos cinco (1x10-5) fatalidades/año.

Artículo 7°. Ciclo de revisión de los valores de riesgo. Los valores de riesgo máximo 
individual accidental serán revisados cada diez (10) años por la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD) con el apoyo de los Ministerios del Trabajo, y 
Ambiente y Desarrollo Sostenible.

Artículo 8°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 24 de junio de 2022.
El Director General de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres,

Eduardo José González Angulo.
Imprenta Nacional de Colombia. Recibo Banco Davivienda 691355. 12-VII-2022. 

$427.000.

Establecimientos Públicos

Instituto Colombiano Agropecuario

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0000826 DE 2022

(enero 28)
por la cual se establece el procedimiento para la revaluación de los reguladores 
fisiológicos de uso agrícola registrados antes de la entrada en vigencia de la Decisión 

CAN 804 de 2015.
El Gerente General (e) del Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), en ejercicio de 

sus atribuciones legales, especialmente de las previstas en la Decisión 804 de 2015, el 
Decreto 4765 de 2008, modificado por el Decreto 3769 de 2009, los artículos 2.13.1.6.1. 
y 2.13.8.1.1. y subsiguientes del Decreto 1071 de 2015, Resolución 000336 del 11 de 
noviembre de 2021, aclarada mediante Resolución 000007 del 11 de enero de 2022, 
expedidas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural y;

CONSIDERANDO:
Que el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), debe ejercer el control técnico 

de la producción y comercialización de los insumos agropecuarios, así como de las 
importaciones de productos en material genético animal y semillas para siembre con el fin 
de prevenir riesgos que puedan afectar al país en su producción primaria.

Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2° de la Ley 822 de 2003 y 
el artículo 1° de la Parte 13 del Decreto 1071 de 2015, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, a través del Instituto Colombiano Agropecuario “ICA”, o la entidad 
que haga sus veces, es la Autoridad Nacional Competente, en adelante ANC, para llevar 
el registro y control de los plaguicidas químicos y coadyuvantes de uso agrícola y el 
responsable de velar por el cumplimiento de la Decisión 804 de la Comunidad Andina, su 
Manual Técnico, la Ley 822 y el citado Decreto.

Que Colombia desde el 26 de mayo de 1969, suscribió el acuerdo subregional de 
integración andino, por medio del cual se creó la Comunidad Andina de Naciones (CAN), 
la cual tiene dentro de sus propósitos, impulsar el desarrollo agropecuario y agroindustrial 
conjunto, y alcanzar un mayor grado de seguridad alimentaria subregional, mediante el 
incremento de la producción de los alimentos básicos y de los niveles de productividad, 
la sustitución subregional de las importaciones y la diversificación y aumento de las 
exportaciones.

Que, en tal sentido, mediante la Decisión 436, la CAN reguló el registro y control 
de plaguicidas químicos de uso agrícola en el Grupo Andino, teniendo en cuenta las 
condiciones de salud, agronómicas, sociales, económicas y ambientales de los Países 
Miembros.

Que de acuerdo a la Decisión 436 de 1998, modificada en su totalidad por la Decisión 
804 de 2015, en el Anexo I, definió el concepto de Plaguicida Químico de Uso Agrícola 
(PQUA), así:

“(…) cualquier sustancia o mezcla de sustancias destinadas a prevenir, destruir o 
controlar cualquier plaga, las especies no deseadas de plantas o animales que causan 
perjuicio o que interfiere de cualquier otra forma en la producción, elaboración, 
almacenamiento, transporte o comercialización de alimentos, productos agrícolas, 
madera y productos de madera. El término incluye las sustancias destinadas a utilizarse 
en el crecimiento de las plantas, defoliantes, desecantes y a las sustancias o mezclas 
de sustancias aplicadas a los cultivos antes o después de las cosechas para proteger el 
producto contra el deterioro durante el almacenamiento y transporte. Este término no 
incluye los agentes biológicos para el control de plagas 1 (los agentes bioquímicos 1 y los 
agentes microbianos)”.

Que en tal sentido, a partir expedición de la Decisión 804 de 2015, y de acuerdo con 
la definición previamente transcrita, los reguladores fisiológicos fueron incluidos dentro 

del concepto de Plaguicida Químico de Uso Agrícola (PQUA), razón por la cual, para 
la importación y distribución de este tipo de insumo (Reguladores Fisiológicos), se 
deberá contar con el registro ante el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), como 
“Formulador, importador, exportador, envasador y distribuidor de plaguicidas químicos 
de uso agrícola”, de acuerdo con la normativa vigente.

Que el artículo cuarto (4) del Decreto 502 del 5 de marzo de 2003, compilado en 
el Decreto 1071 de 2015, faculta plenamente a la Autoridad Nacional Competente, es 
decir, al Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), para expedir las resoluciones mediante 
las cuales se establezcan los requisitos y procedimientos para el registro y control de 
plaguicidas químicos y coadyuvantes de uso agrícola, basándose en los principios de 
gradualidad, especificidad y aplicabilidad, de conformidad con lo dispuesto en los 
parámetros andinos establecidos. Igualmente debe establecer los requisitos de registro de 
fabricantes, formuladores, importadores, exportadores, envasadores y distribuidores.

Que conforme a lo establecido en el artículo 2.13.2.2.1. del Decreto 1071 de 2015, 
se debe estimar el efecto económico de no aplicar o de aplicar otras medidas, frente a 
la onerosidad de su aplicación. De esta manera, no aplicar la regulación puede generar 
consecuencias para la autoridad competente y para los productores del país, debido a la 
falta de aplicación del Manual Técnico Andino para el Registro y Control de Plaguicidas 
Químicos de Uso Agrícolas acarreando pérdidas del reconocimiento de la autoridad y 
el país ante los demás miembros de la Comunidad Andina de Naciones y la pérdida de 
capacidad exportadora de los productores de Reguladores Fisiológicos. En el mismo 
sentido, dada la necesidad de regulación, otras medidas no regulatorias no impedirían 
la consolidación del efecto de no establecer regulación, conllevando a que el no aplicar 
las medidas pueda generar efectos económicos adversos para el sector de los Plaguicidas 
Químicos de Uso Agrícola.

Que, en tal sentido considerando que Colombia hace parte de la Comunidad Andina 
de Naciones y que de acuerdo a la Ley 457 de 1998 que ratificó el protocolo modificatorio 
del acuerdo de Cartagena, las decisiones serán de aplicación directa, se debe dar aplicación 
del Manual Técnico Andino para el Registro y Control de Plaguicidas Químicos de Uso 
Agrícola respecto de la norma actualmente aplicable, esto es, la Resolución CAN 2075 de 
2019, siendo necesario como complemento mínimo indispensable la presente regulación.

Que, en ese orden, el ICA como Autoridad Nacional Competente para la regulación 
en materia de control de plaguicidas químicos de uso agrícola, realizará el proceso de 
evaluación de los reguladores fisiológicos registrados antes de la entrada en vigencia de la 
Decisión de la Comunidad Andina de Naciones 804, buscando la protección y ejerciendo 
el control técnico sobre los insumos agrícolas con miras a evitar daños en la salud vegetal 
y la producción agrícola nacional.

Que, en mérito de lo expuesto,
RESUELVE:

Artículo 1°. Objeto. Establecer el procedimiento para la revaluación de los Reguladores 
Fisiológicos de uso agrícola registrados antes de la entrada en vigencia de la Decisión CAN 
804 de 2015, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente Resolución.

Artículo 2°. Ámbito de Aplicación. Las disposiciones establecidas en la presente 
resolución serán aplicables a todas las personas naturales o Jurídicas que sean titulares 
de registros de Reguladores Fisiológicos otorgados en virtud de las resoluciones 3079 de 
1995, 2713 de 2006 y demás resoluciones expedidas antes de la entrada en vigencia de la 
Decisión 804 de la CAN.

Artículo 3°. Definiciones. Para efectos de la aplicación de la presente resolución, se 
utilizarán las siguientes definiciones.

3.1.	 Revaluación: Proceso técnico mediante el cual el ICA como Autoridad Nacional 
Competente, a solicitud del interesado, evalúa nuevamente los riesgos y bene-
ficios de un plaguicida que fue registrado antes de la entrada en vigencia de la 
Decisión 436, modificada por la Decisión 804 de la CAN. Este proceso se aplica, 
asimismo, para las revisiones de plaguicidas que la Autoridad Nacional Compe-
tente requiera en la realización de sus programas posregistro.

3.2.	 Plaguicida Químico de uso Agrícola: cualquier sustancia o mezcla de sustan-
cias destinadas a prevenir, destruir o controlar cualquier plaga, las especies no 
deseadas de plantas o animales que causan perjuicio o que interfiere de cualquier 
otra forma en la producción, elaboración, almacenamiento, transporte o comer-
cialización de alimentos, productos agrícolas, madera y productos de madera. 
El término incluye las sustancias destinadas a utilizarse en el crecimiento de las 
plantas, defoliantes, desecantes y a las sustancias o mezclas de sustancias aplica-
das a los cultivos antes o después de las cosechas para proteger el producto con-
tra el deterioro durante el almacenamiento y transporte. Este término no incluye 
los agentes biológicos para el control de plagas 1 (los agentes bioquímicos y los 
agentes microbianos).

3.3.	 Regulador De Crecimiento De Plantas (RCP), agente químico diferente de los 
nutrientes, que fomenta, inhibe o modifica los procesos de crecimiento y desarro-
llo de las plantas de alguna u otra forma cualquier proceso fisiológico vegetal.

3.4.	 Dosier técnico completo: Conjunto de requisitos técnicos y Documentales que 
soportarán el registro de un producto, comprendido principalmente por el Dic-
tamen técnico Ambiental, Dictamen técnico toxicológico e informes finales de 


